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JUICIO PARA dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral 

EXPEDIENTE: SUP-JLI-101/2007

ACTOR: JOSÉ ARMANDO GONZÁLEZ GAMA

DEMANDADO: INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL

MAGISTRADO: FLAVIO GALVÁN RIVERA

SECRETARIO: ALEJANDRO DAVID AVANTE JUÁREZ

México, Distrito Federal, a treinta de enero de dos mil ocho.

VISTOS para resolver los autos del juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral, identificado con la clave SUP-JLI-101/2007, promovido por José Armando González Gama, en contra del Titular de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, para controvertir la resolución de diecisiete de mayo de dos mil cuatro, recaía al recurso de revocación interpuesto para controvertir la resolución dictada en el procedimiento administrativo de responsabilidad C.I./30/86/2003, y

R E S U L T A N D O:

I. Antecedentes. De los hechos narrados en el escrito inicial de demanda, así como de las constancias que obran en el expediente del procedimiento administrativo que dio origen a la resolución que en este juicio se impugna, se obtienen los siguientes antecedentes:

1. Presentación de denuncias. El once de febrero del año dos mil tres, mediante oficios CEJCG/028/2003 y CEJCG/031/003, el entonces Consejero Electoral Jaime Cárdenas Gracia remitió, a la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, una denuncia anónima de la misma fecha y dos escritos, de dieciocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve y veintitrés de enero del dos mil tres, en contra de diversos servidores públicos, adscritos a la Junta Local del Instituto Federal Electoral en el Estado de Veracruz. La Contraloría Interna integró el expediente identificado con la clave CI/30/10/2003 y dio vista a la Dirección de Auditoría Financiera, a fin de  que se realizara una investigación relativa a los hechos irregulares atribuidos a  los mencionados servidores públicos.

2. Procedimiento administrativo. El veintinueve de agosto de dos mil tres, como resultado de las investigaciones realizadas por la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, se integró el expediente CI/30/86/2003 e instauró procedimiento administrativo de responsabilidad, en contra de José Armando González Gama.
3. Resolución del procedimiento administrativo. El veintiséis de enero de dos mil cuatro, el Titular de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral dictó resolución, en el procedimiento administrativo de responsabilidad CI/30/86/2003, cuyo resolutivo es al tenor siguiente:

PRIMERO.- En base en los razonamientos contenidos en los apartados IV.1, IV.2, IV.3, IV.4 y V.5, del Considerando V de la presente resolución, quedó acreditado que el Lic. José Armando González Gama, incurrió en responsabilidad administrativa por las conductas de acción y omisión precisadas en los referidos Considerandos, por tal motivo, se le impone la sanción administrativa consistente en una Sanción Económica por la cantidad de $151,777.71 (CIENTO CINCUENTA Y UN MIL SETECIENTOS SETENTA Y SIETE PESOS 71/100 M.N.) la cual surtirán efectos en la fecha en que se notifique la presente resolución al infractor.

II. Recurso de revocación. El dieciocho de febrero de dos mil cuatro, ante la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, José Armando González Gama interpuso recuso de revocación, para impugnar la resolución administrativa precisada en el resultando anterior. El mencionado recurso de revocación se resolvió el diecisiete de mayo de dos mil cuatro, confirmando la resolución de veintiséis de enero del mismo año y, en consecuencia, la sanción económica correspondiente. 

 III. Demanda de nulidad. El nueve de agosto de dos mil cuatro, José Armando  González Gama presentó, ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, demanda de juicio de nulidad, a fin de reclamar la nulidad de la resolución  emitida el diecisiete de mayo de dos mil cuatro, por el Titular de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, con motivo de la cual se integró el expediente 23056/04-17-11-8. 
IV. Admisión de juicio de nulidad. Mediante acuerdo de fecha tres de septiembre de dos mil cuatro, la Décimo Primera Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa admitió a trámite la demanda de juicio de nulidad, presentada por José Armando González Gama; asimismo, ordenó correr traslado, con copia de la demanda y sus anexos, al Titular de la Contraloría Interna y al Titular de la Secretaría de la Función Pública, emplazándolos para contestar, dentro del plazo que marca la ley. 

V. Sentencia recaída al juicio de nulidad. El trece de junio de dos mil seis, la Décimo Primera Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa emitió sentencia, en el juicio de nulidad número 23056/04-17-11-8, en la cual se resolvió lo siguiente:

 I. Esta Sala SE DECLARA INCOMPETENTE respecto del acto señalado en el primer resultado del presente fallo, en consecuencia: II. MEDIANTE ATENTO OFICIO QUE AL EFECTO SE DESTINE AL JUZGADO DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA EN TURNO, remítanse las actuaciones del expediente en que se actúa, para los efectos legales conducentes.  

VI. Remisión de expediente a Juzgado de Distrito. El trece de junio de dos mil seis, el entonces Presidente de la Décimo Primera Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, remitió las actuaciones del expediente 23056/04-17-11-8, para los efectos legales conducentes, al Juzgado de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, en turno.

VII. Recurso de revisión. En contra de la sentencia recaída al juicio de nulidad identificado con la clave 23056/04-17-11-8,  el Instituto Federal Electoral, por conducto de Manuel López Bernal y Rolando de Lassé Cañas, promovió recurso de revisión fiscal ante el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.

Por auto de fecha siete de agosto de dos mil siete, la Magistrada Presidenta del Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito resolvió desechar por improcedente el mencionado recurso de revisión. Esa determinación se declaró firme el quince de agosto de dos mil siete, toda vez que no fue impugnado. 

VIII. Recepción de expediente en el Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal. El treinta de agosto de dos mil siete, el Secretario del Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal tuvo  por recibido el oficio suscrito por el Presidente de la Décimo Primera Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, por medio del cual  remitió el expediente 23056/04-17-11-8. 

El once de septiembre de dos mil siete, la Juez Séptimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal acordó no aceptar la competencia planteada  y ordenó la devolución del expediente,  en virtud de considerar que la Décimo Primera Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa carecía de facultades para definir la competencia de ese Juzgado de Distrito, a fin de resolver el juicio incoado por José Armando González Gama, en contra de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, con el objeto de impugnar la resolución dictada en el recurso de revocación  de diecisiete de mayo de dos mil cuatro, y que, por el contrario eran los Tribunales Federales a quienes les competía definir la instancia jurídicamente competente. En consecuencia ordenó devolver el expediente a la Décimo Primera Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa para que, dentro del ámbito de su competencia, resolviera lo conducente.
IX. Conflicto competencial. Por auto de tres de octubre de de dos mil siete, la Presidenta de la Décimo Primera Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa ordenó  enviar los autos  al Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito en turno, a efecto de que resolviera el conflicto competencial.

Por razón de turno, correspondió conocer del conflicto competencial al Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, el cual determinó, por auto de veintidós de octubre de dos mil siete, su radiación y admisión con la clave de expediente C.C.A. 11/2007, respecto del cual, el siete de diciembre de dos mil siete, el mencionado Tribunal Colegiado emitió resolución, ordenado remitir las actuaciones del expediente 23056/04-17-11-8 a esta Sala Superior, para lo que estime pertinente determinar.
X. Remisión de expediente a la Sala Superior. Mediante oficio AL-842 de fecha trece de diciembre de dos mil siete, signado por la Secretaria del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, se remitió a esta Sala Superior el expediente 23056/04-17-11-8, así como copia certificada de la resolución de siete de diciembre el cual fue recibido el día catorce del mismo mes y año, en la Oficialía de Partes de este órgano jurisdiccional.
XI. Turno a Ponencia. Por acuerdo de catorce de diciembre de dos mil siete, la Magistrada Presidenta de este Tribunal Electoral turnó el expediente, al rubro indicado, a la Ponencia del Magistrado Flavio Galván Rivera, para los efectos previstos en el Libro Quinto de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

XII. Acuerdo de suspensión de plazos. Por acuerdo general dictado el día diecisiete de diciembre del año dos mil siete,  la Sala Superior acordó la suspensión del inicio de la substanciación y de los plazos legalmente establecidos para dictar resolución, en los juicios para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral, hasta  el dieciocho de enero del año dos mil ocho, inclusive, para reanudar el cómputo de  los plazos, así como la substanciación y resolución de los juicios correspondientes a partir del día veintiuno de enero de dos mil ocho.
XIII. Radicación. Por auto de veinte de diciembre de dos mil siete, el Magistrado Instructor radicó en la Ponencia a su cargo el juicio al rubro indicado y, en cumplimiento del acuerdo general mencionado en el resultando precedente, acordó la suspensión del inicio de la substanciación del juicio al rubro indicado. El mencionado acuerdo fue notificado a José Armando González Gama el veintiuno de diciembre del año dos mil siete.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación considera procedente conocer y resolver, como juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores, el medio de defensa promovido por José Armando González Gama, sustentando la competencia de este órgano jurisdiccional en lo dispuesto en los artículos 99, párrafo cuarto, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 189, fracción I, inciso h), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 94, párrafo 1, y 96, párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, por tratarse de la impugnación de una resolución recaída a un recurso administrativo de revocación, interpuesto para combatir la determinación emanada de un procedimiento administrativo instaurado por la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral en contra de uno de sus servidores, lo que actualiza la hipótesis de conflicto laboral, prevista en el citado artículo 96, párrafo 1, como en el siguiente considerando se explicará, por lo que procede aceptar la competencia propuesta por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al dictar resolución   en el Conflicto Competencial que motivó la integración del expediente identificado con la clave C.C.A. 11/2007.
En mérito de lo anterior, remítase copia certificada de esta ejecutoria al citado Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, para que conste en los autos del mencionado conflicto competencial.
SEGUNDO. Del examen del escrito inicial de demanda y de las constancias de autos, se concluye que, en el caso que se analiza, la demanda fue recibida, en esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en forma extemporánea; por tanto, se debe desechar de plano, por las consideraciones siguientes:

Los artículos 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establecen, entre otras cuestiones, que todo gobernado tiene el derecho de acceso a la jurisdicción, esto es, la facultad de acudir a los órganos del Estado facultados y especializados en el conocimiento y resolución de los conflictos de intereses de trascendencia jurídica, caracterizados por la existencia de la pretensión de una de las partes y la resistencia de la otra.

Evidentemente, el ejercicio de la función jurisdiccional del Estado se ejerce, única y exclusivamente, dentro de un proceso, cuyo fin normal es el dictado de una sentencia, para resolver la litis.

Para la constitución del juicio o proceso deben concurrir todos los presupuestos procesales correspondientes, los cuales son elementos necesarios e inexcusables, para el nacimiento, desenvolvimiento y culminación del proceso.

Entre tales presupuestos procesales están los que atañen al litigio, es decir, a la concurrencia correlacionada de la pretensión y la resistencia; lo cual implica la coexistencia del procedimiento, acto o resolución impugnado, con el escrito de demanda respectivo. Por supuesto, esta coexistencia no debe estar afectada, entre otras circunstancias, por la extemporaneidad en la presentación de la demanda.

En ocasiones, la falta o afectación manifiesta e insubsanable de alguno de los presupuestos procesales se advierte desde el inicio del proceso, con independencia de lo que las partes pudieran alegar o probar eventualmente, durante el desarrollo del mismo.

Ante tal situación de afectación, manifiesta e insubsanable, se debe tener presente el principio de economía procesal, el cual se invoca en términos del artículo 95, párrafo 1, inciso e), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, porque a ningún fin práctico ni útil llevaría que el órgano jurisdiccional continuara con el desarrollo de un proceso que culminará, indefectiblemente, con una resolución que determine que ese proceso no quedó constituido.

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia de esta Sala Superior, identificada con la clave S3LAJ 02/2001, consultable en las páginas ochenta y tres a ochenta y cuatro, de la Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, volumen “Jurisprudencia”, que a la letra establece:

DEMANDA LABORAL. LA FACULTAD DE SU DESECHAMIENTO POR PARTE DEL JUZGADOR SE ENCUENTRA INMERSA EN LA NATURALEZA DE TODOS LOS PROCESOS JURISDICCIONALES. A pesar de que en la normatividad rectora de los juicios para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral no se prevé literalmente la posibilidad de desechar de plano una demanda, tal facultad está inmersa en la naturaleza jurídica de todos los procesos jurisdiccionales. Por tanto, si del contenido de la demanda y de los demás elementos que se anexen con ella, se advierte que en el caso concreto no se satisface ni se podrá satisfacer algún presupuesto procesal, cualquiera que sea la suerte del procedimiento y los elementos que en éste se recabaran, la demanda debe desecharse, pues el conocimiento pleno, fehaciente e indubitable de ese hecho, hace manifiesta la inutilidad e inocuidad de la sustanciación del asunto, en razón de que el demandante jamás podría obtener su pretensión, ante lo cual, la tramitación sería atentatoria de principios fundamentales del proceso, porque sólo reportaría el empleo infructuoso de tiempo, trabajo, esfuerzos y recursos, del juzgador y de las partes, para arribar al resultado invariable ya conocido desde el principio.

En el caso que se analiza, está plenamente acreditado en autos que transcurrió en exceso el plazo legalmente previsto para promover el juicio ya mencionado, lo cual impide la válida constitución del proceso.

En términos del artículo 96, párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral se establece, que el servidor del Instituto Federal Electoral que haya sido sancionado o destituido de su cargo o que se considere afectado en sus derechos y prestaciones laborales, por parte del propio Instituto, puede presentar la demanda respectiva, directamente ante la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que se le notifique la determinación del Instituto Federal Electoral.

Los plazos que se fijan en las leyes, para que cualquier interesado ejerza el derecho de acción, son de cumplimiento fatal, porque condicionan el ejercicio de ese derecho al lapso previsto en la norma; por tanto, cuando el derecho de impugnación no se hace valer, dentro del plazo legalmente previsto, se extingue, por la falta de actividad del titular para acudir ante el órgano jurisdiccional a plantear su pretensión, con la finalidad de que éste resuelva, en su oportunidad, la situación de hecho que el demandante estima contraria a Derecho.

El plazo al que se refiere el citado artículo 96, párrafo 1, es de esa naturaleza, porque la exigencia que contiene, en el sentido de que el presunto afectado debe presentar su demanda dentro de los quince días siguientes a la notificación de la determinación del Instituto Federal Electoral, que estime vulnera sus derechos laborales, es un requisito indispensable para su ejercicio, de tal suerte que si la demanda no se presenta dentro de ese plazo, el derecho para hacerlo se extingue.

Sobre esta base, en el caso que se analiza, el plazo de quince días para demandar se debe computar a partir del día siguiente de aquél en que el actor fue notificado o tuvo conocimiento del acto o resolución al cual atribuye la afectación de sus derechos laborales, es decir, de la resolución emitida el diecisiete de mayo de dos mil cuatro, por la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, en el Recurso de Revocación que interpuso para impugnar lo resuelto en el procedimiento administrativo de responsabilidad antes precisado, de la cual el actor afirma que tuvo conocimiento el inmediato día veinte, lo cual consta en la página número uno de su escrito inicial de demanda, en la que textualmente manifestó: 

Que con fundamento en los artículos 207, 208 Y 209 del Código Fiscal de la Federación; y, 11 fracción 30 y 31 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, vengo a demandar la nulidad de la resolución dictada en el expediente C.I./30/86/2003, de 17 de mayo de 2004, notificada a través del Oficio No. C.I./820/2004, de 18 de mayo de 2004, emitida por el titular de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, C.P. Mario Espinola Pinelo, mediante la cual resolvió el Recurso de Revocación que interpuse en contra de la resolución administrativa del 26 de enero del presente año, por medio de la cual se me impuso una sanción consistente en una multa económica por la cantidad de $151,777.71; solicitando que se condene a la demandada a anular dicha sanción, así como, a que me restituyan en el goce de los derechos de que fui privado por la ejecución de dicha sanción, desincorporando de mi expediente personal la misma.
Por tanto, es incuestionable que a partir de esa fecha estuvo en aptitud jurídica de ejercer la acción correspondiente, dentro de los quince días hábiles siguientes, como lo dispone el artículo 96, párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, esto es, del diecinueve de mayo al ocho de junio de dos mil cuatro, al excluir los días veintidós, veintitrés, veintinueve y treinta de mayo, así como cinco y seis de junio, de dos mil cuatro, por ser inhábiles, al corresponder a sábados y domingos, conforme a lo dispuesto en el artículo 94, párrafo 2, de citada Ley General de Impugnación Electoral.

No obstante lo anterior, la demanda fue recibida en la Oficialía de Partes de esta Sala Superior hasta el día catorce de diciembre de dos mil siete, cuando evidentemente había transcurrido en exceso el plazo legal antes mencionado, razón por la cual no cabe duda que tal demanda es extemporánea, motivo por el cual se debe desechar de plano.

No constituye obstáculo, para la conclusión anterior que la demanda se haya presentado el nueve de agosto de dos mil cuatro, ante la Oficialía de Partes del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, según consta en el sello de recepción impreso en el escrito correspondiente, en primer lugar porque como quedó resuelto en su oportunidad, ese Tribunal no es el competente para conocer de la controversia y, en segundo término, porque a esa fecha ya habían transcurrido en exceso los quince días hábiles a que se refiere el artículo 96, párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, por lo cual resulta evidente, una vez más, que la demanda se presentó de manera extemporánea, esto es, después de haberse agotado el plazo legal de que disponía José Armando González Gama, para ejercer su derecho a impugnar jurisdiccionalmente la resolución impugnada. 

Similar criterio al adoptado se observó al resolver el juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral SUP-JLI-94/2007.
Con base a las consideraciones que anteceden, resulta conforme a Derecho desechar de plano la demanda presentada por José Armando González Gama.

Por lo expuesto y fundado se
R E S U E L V E:

PRIMERO. Esta Sala Superior es competente para conocer y resolver como juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral, el medio de defensa promovido por José Armando González Gama.
SEGUNDO. Se desecha de plano la demanda de juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral, presentada José Armando González Gama en contra de la Contraloría Interna del citado Instituto.

NOTIFÍQUESE: personalmente al actor, en el domicilio señalado en autos y al Instituto Federal Electoral, en su domicilio oficial, con fundamento en el artículo 106, párrafo 2, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. Para los efectos procedentes, notifíquese por oficio al Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.
Devuélvanse los documentos atinentes y remítase el expediente al archivo jurisdiccional, como asunto definitivamente concluido.

Así por mayoría de seis votos, lo resolvieron y firmaron  los Magistrados Constancio Carrasco Daza, Flavio Galván Rivera, quien fue el ponente, Manuel González Oropeza, José Alejandro Luna Ramos, Salvador Olimpo Nava Gomar y Pedro Esteban Penagos López, con el voto en contra de la Magistrada Maria del Carmen Alanis Figueroa, quien emite voto particular, en los términos que se precisan más adelante. El Secretario General de Acuerdos autoriza y da fe.
MAGISTRADA PRESIDENTA

MARÍA DEL CARMEN ALANIS FIGUEROA

	MAGISTRADO

CONSTANCIO CARRASCO DAZA
	MAGISTRADO

FLAVIO GALVÁN RIVERA

	MAGISTRADO

MANUEL GONZÁLEZ OROPEZA
	MAGISTRADO

JOSÉ ALEJANDRO LUNA RAMOS

	MAGISTRADO

SALVADOR OLIMPO NAVA GOMAR
	MAGISTRADO

PEDRO ESTEBAN PENAGOS LÓPEZ




SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS

MARCO ANTONIO ZAVALA ARREDONDO
VOTO PARTICULAR QUE FORMULA LA MAGISTRADA MARIA DEL CARMEN ALANIS FIGUEROA CON RELACIÓN AL EXPEDIENTE SUP-JLI-101/2007, POR DISENTIR DE LA MAYORÍA, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 187, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.

No se comparte la decisión adoptada por la mayoría, en el sentido de desechar por extemporánea la demanda presentada el José Armando González Gama en contra de la resolución recaída al recurso de revocación interpuesto para controvertir la resolución dictada en el procedimiento administrativo de responsabilidades CI/30/86/2003, emitida el diecisiete de mayo de dos mil cuatro, por el Contralor Interno del Instituto Federal Electoral, por lo siguiente:

Desde mi particular punto de vista esta Sala Superior no tiene atribuciones legales para conocer del asunto que se trata en el presente juicio y se considera que el Tribunal competente es el Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y en virtud de que la Décimo Primera Sala Regional Metropolitana de ese Tribunal y el Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Administrativa se declararon incompetentes, por lo tanto lo procedente resultaba a su vez declarase incompetente, y remitir este asunto a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que determine a que órgano jurisdiccional le corresponde conocer del mismo.
Se arriba a la anterior conclusión, pues el artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en su fracción VII que al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los términos de la misma Constitución y según lo disponga la ley, sobre los conflictos o diferencias laborales que se presenten entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores.

Por su parte el artículo 41 de la misma Constitución señala, en la parte que nos interesa, que las relaciones de trabajo de la propia autoridad administrativa electoral con sus servidores públicos serán regidas por las disposiciones de la ley electoral y del Estatuto que con base en ella apruebe el Consejo General. Esta situación se ha visto reforzada por la jurisprudencia de esta Sala Superior S3LAJ07/98, consultable en las páginas 285 y 286 de la compilación oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005 de este Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y que a continuación se transcribe:

RELACIONES DE TRABAJO DE LOS SERVIDORES DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. DISPOSICIONES QUE LAS RIGEN.—El Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y el Estatuto del Servicio Profesional Electoral, vigente a la fecha, por disposición del artículo décimo primero transitorio del decreto de reformas al primero de los ordenamientos mencionados, de diecinueve de noviembre de mil novecientos noventa y seis, regulan las relaciones de trabajo de los servidores del Instituto Federal Electoral. Desde una perspectiva constitucional, el artículo 123 es el que establece las relaciones típicas del derecho del trabajo. El apartado A de tal artículo prevé las relaciones laborales de los sujetos relacionados con los factores de producción, pues las leyes que sobre ese tema expide el Congreso de la Unión, rigen entre: ... los obreros, jornaleros, empleados, domésticos, artesanos...; a su vez, el apartado B del propio artículo constitucional se refiere a las relaciones jurídicas de los Poderes de la Unión, del Gobierno del Distrito Federal y de algunas instituciones bancarias con sus servidores. El Instituto Federal Electoral no se sitúa en alguno de los supuestos mencionados por los apartados A y B del artículo 123 constitucional, en tanto que ninguna base hay para considerar que constituye uno de los factores de producción ni que pertenece a los Poderes de la Unión ni al Gobierno del Distrito Federal, sino que es un organismo público autónomo, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en términos de lo dispuesto por la fracción III del artículo 41 constitucional. Además, en conformidad con esta disposición, las relaciones de trabajo de los servidores del referido instituto se rigen por las disposiciones del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y del Estatuto del Servicio Profesional Electoral a la fecha vigente; de ahí que ante la regla general establecida en el artículo 123 y la regla específica contenida en el artículo 41, fracción III, ambos de la Constitución federal, resulta aplicable esta última, con la salvedad a que se refieren los artículos 172, párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 123, apartado B, fracción XIV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues en la técnica de la aplicación de la ley, lo específico priva sobre lo genérico, principio general de derecho que se invoca en términos del artículo 2o., párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. 
De la lectura de las referidas disposiciones constitucionales podemos observar que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación está facultada para conocer las controversias que se le presenten por parte de servidores públicos del Instituto Federal Electoral, cuando éstas tengan el carácter de laboral y se encuentren reguladas por las disposiciones electorales correspondientes, como son el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y el Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral. 

Ahora bien, para poder determinar cuando estamos en presencia de un asunto de carácter laboral, debemos acudir al artículo 20 de la Ley Federal del Trabajo, que nos dice que se entiende por relación laboral la prestación de un trabajo personal subordinado a una persona mediante el pago de un salario.  De lo establecido en este precepto legal, podemos deducir que los elementos esenciales de la relación de trabajo son la prestación de un trabajo personal, la subordinación y el pago de un salario.

La prestación de un trabajo personal implica la realización de actos materiales, concretos y objetivos que ejecuta el trabajador en beneficio del patrón. La subordinación implica un poder jurídico de mando detentado por el patrón, que tiene su correspondencia en un deber de obediencia por parte de quien presta el servicio, es decir del trabajador. Y finalmente el otro elemento de la relación de trabajo establecido por la legislación laboral en la contraprestación por el trabajo prestado, es decir, el pago de un salario.

De acuerdo con lo anterior debemos concluir que la relación laboral, y por tanto los conflictos laborales, entre un servidor público y el Instituto Federal Electoral se dan cuando existe un  vínculo de subordinación y este se encuentra regulado por el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Ahora bien, en el presente asunto, podemos ver que el promovente ocupaba el cargo de Vocal Secretario de la Junta Local del Instituto Federal Electoral en el Estado de Veracruz, y se duele por una resolución emitida por el Titular de la Contraloría Interna del mismo Instituto Federal Electoral, en la que se le está imponiendo una sanción por haber incurrido en la comisión y omisión de actos constituyen conductas irregulares que transgreden, entre otras  normas de orden público como la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

En este orden de ideas, si revisamos el organigrama del Instituto Federal Electoral, podemos observar que el superior jerárquico inmediato del promovente, Vocal Ejecutivo de la Junta Local del Instituto Federal Electoral en el Estado de Veracruz Y este funcionario rinde cuentas al Secretario Ejecutivo del propio Instituto Federal Electoral. 

Mientras que el Titular de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral tiene a su cargo cuatro direcciones de área y tres subdirecciones, sin que exista ninguna relación de subordinación o supraordinación con la Junta Local Ejecutiva en el estado de Veracruz.

Por lo tanto, debemos concluir que entre el funcionario que determinó la aplicación de la sanción y el que se vio afectado por tal decisión no existe una relación laboral, pues el trabajo personal no se realiza a favor del Contralor Interno, no existe un deber de obediencia del actor respecto al responsable y este último no es el encargado de otorgar al primero al contraprestación legal por el trabajo prestado. Además la relación entre estos dos funcionarios, en el acto que se impugna, no está regulada por disposiciones electorales únicamente.

Lo anterior queda igualmente de manifiesto en la resolución impugnada, pues se puede observar que la sanción que se impone resulta del procedimiento administrativo sancionador llevado a cabo por la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral en base a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, y a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.

De lo expuesto, considero que esta Sala Superior, al resolver el presente asunto no debe apoyarse en el artículo 99 de la Constitución, así como tampoco en el 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para determinar su competencia, como lo señala en la página ocho de la resolución que nos ocupa. 

Lo procedente en este caso, era ajustarse a lo que señala los artículos 108 y 109 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en el sentido de que se consideran como servidores públicos sujetos al régimen de responsabilidades a que alude la propia ley suprema los servidores públicos de los organismos a los que la propia constitución otorgue autonomía, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones. Y por lo tanto, se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones.

Esto en relación con la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, que establece la fracción XII de su artículo 11 que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas que impongan sanciones administrativas a los servidores públicos en los términos de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

Por su parte la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en un primer momento y la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos vigente en estos momentos establecen en su artículo segundo que son sujetos de esta ley, los servidores públicos federales mencionados en el párrafo primero del artículo 108 Constitucional, y todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos públicos federales, mientras que la fracción VI del artículo 3 de esta última ley establece que en el ámbito de su competencia, el Instituto Federal Electoral será autoridad facultada para aplicar esta Ley.

Por lo anterior considero que, toda vez que estamos en presencia de un conflicto derivado de la imposición de una sanción administrativa resultado de un procedimiento administrativo sancionatorio previsto en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y no de un conflicto laboral de un servidor público del Instituto Federal Electoral Federal, esta Sala Superior debió de haberse declarado incompetente para conocer el medio de impugnación y, toda vez que tanto la Décimo Primera Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa como el Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal igualmente se declararon incompetentes, remitir el asunto a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que determine a que órgano jurisdiccional le corresponde conocer este asunto.
Además de ello, el pretender sujetar a la competencia de este Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación el presente asunto, con base en las disposiciones de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, sería en perjuicio del actor, ya que como lo sostiene la mayoría, el plazo para presentar la demanda se reduce a quince días, en tanto que para la presentación de la demanda ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se cuenta con cuarenta y cinco días.
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